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Un modelo en construccién...

Puede quizi resultar excesivamente atrevido, u optimista, hablar en la actua-
lidad de un “modelo” de participacién de las Comunidades Auténomas en los
asuntos de la Unién Europea. Lo cierto es que, desde el ingreso de Espafia en
las Comunidades, se han venido realizando intentos diversos para articular la
que, desde todas las posiciones politicas y doctrinales, aunque con importantes
diferencias, aparece como necesaria participacién de las Comunidades Auténo-
mas en Ja formacién de la voluntad espafiola que debe expresarse en Bruselas,
méxime cuando la misma versa sobre materias que recaen competencialmente
bajo la responsabilidad de aquéllas.

Existe en efecto una genérica coincidencia en la necesidad de tal participa-
cién, pero las diferencias de opinién en torno de la misma no son sélo de matiz,
sino que inciden directamente en su fundamento, y, consiguientemente, en su
configuracién: si se considera que la actividad estatal respecto de las Comunida-
des Europeas se inscribe en el titulo competencial sobre las “relaciones interna-
cionales”, resulta claro que la participacién de las Comunidades Auténomas se-
rd s6lo una concesién estatal para que éstas, en aras de un mejor funcionamiento
del conjunto, sean informadas y oidas en actuaciones que sélo competen al Es-
tado: la participacion se presentard con caricter graciable (por parte del Estado),
y deberé en todo caso articularse bajo férmulas de colaboracién voluntaria. Si,
en cambio, se considera que el ingreso de Espafia en las Comunidades Europeas
no puede alterar, al menos sustancialmente, el equilibrio de poderes que se dise-
fia en la Constitucién, y que, por tanto, el principio autonémico que inspira la
organizacién territorial del Estado se erige en un limite al llamado poder de
integracion (como lo son, sin duda, el principio democritico, el principio so-
cial o el Estado de derecho), la participacién de las Comunidades Auténomas
en aquellos asuntos europeos que internamente les competen aparece como una
exigencia constitucional, y se manifiesta como férmula que permite conciliar la
transferencia de competencias internas a las Comunidades Europeas con el
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mantenimiento de los equilibrios bisicos del reparto interno del poder, aunque
sea a costa de modificar la forma que reviste tal equilibrio: se transmuta la auto-
nomia (como capacidad de actuacién independiente) por la participacién (como
facultad de ser parte en un proceso de formacién de una voluntad necesaria-
mente unitaria). Autonomia por participacién, en un doble sentido, ademis: in-
terno, como part1c1pac1on en la formacién de la posicién espafiola, y externo,
como participacién en la decisién comunitaria europea.

Esta parad011ca situacién de origen (aparente coincidencia sobre la bondad
de la participacién, pero profunda discrepancia en cuanto a su fundamento
sus consecuencias) puede estar en la base de las dificultades, la lentitud y los ti-
tubeos que se observan en el proceso de discusién y decisién sobre el modo en
que las Comunidades Auténomas deben participar en los asuntos europeos que
las afectan. Y es posible igualmente observar que en dicho proceso se va produ-
ciendo un lento deslizamiento desde la primera hacia la segunda de las posicio-
nes que, esquematicamente, se han indicado, aunque sin que se haya recorrido
atin e] camino completo.

Asi, el primer proyecto de convenio propuesto por el Gobierno a las Comu-
nidades Auténomas (1985) contemplaba la participacién de éstas en términos
exclusivamente de colaboracién voluntaria (el Gobierno se comprometia a in-
formar y a “tener en cuenta” la posicién expresada por las Comunidades); el
nuevo proyecto de 1986 daba algiin paso mis en el sentido de prever la coordi-
nacién de las Comunidades Auténomas para formular una posici()n comiin, y
su presencia directa ante las instituciones comunitarias, a través de un Observa-
dor. Ninguno de estos dos proyectos, sin embargo, acabaron formalizindose,
ante las discrepancias existentes y la fuerte oposicién de algunas Comunidades,
que presentaron propuestas alternativas. Pero por la via de los hechos, lenta-
mente y sin excesiva espectacularidad, fue gestindose lo que hoy, quiz4 adn pre-
maturamente, pueda llamarse “modelo espafiol” de participacién. O, al menos,
fueron configurindose los grandes trazos de lo que puede quizi llegar a ser tal
“modelo espafiol”: en primer lugar, la creacién, informal, de una Conferencia
sectorial para asuntos relacionados con las Comunidades Europeas (1988); en
segundo, su institucionalizacién (mediante el Acuerdo de 29 de octubre de
1992), que la despoja de su caricter sectorial, la convierte en centro de coordi-
nacién e impulso de la participacion y prevé el establecimiento de un “esque-
ma” general para ser aplicado por el resto de Conferencias sectoriales; y, final-
mente —hasta hoy— la adopcién de su reglamento interno (de 14 de junio de
1994) y del acuerdo de 30 de noviembre de 1994, por el que se establece efecti-
vamente tal “esquema”, en forma de un procedimiento marco de participacién,
que otorga caricter “determinante” a la posicién que adopten en comiin las Co-
munidades Auténomas en asuntos de su exclusiva competencia.

Puede decirse pues que, a través de un lento proceso de negociacién y sobre
la base de practicas informales y limitadas, ha ido decantindose un cierto mode-
lo de participacién, que en absoluto puede considerarse cerrado. En ello, el sis-
tema autonémico en poco difiere respecto de las experiencias semejantes de de-
recho comparado: el “modelo” se va creando de forma progresiva, a partir de
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pricticas y acuerdos muchas veces informales, que después van adquiriendo
consistencia, van siendo corregidas y adaptadas, para acabar siendo institucio-
nalizadas, a veces de forma parcial y limitada, y, en todo caso, nunca con pre-
tensiones definitivas.

..sustentado en la red de Conferencias sectoriales...

Ya en el Acuerdo’ de institucionalizacién de la Conferencia se deja claro,
aunque implicitamente, que la part1c1pac1on de las Comunidades Auténomas en
los asuntos europeos se instrumentard a través del Estado (descartando pues
una participacién directa, aunque tampoco excluyéndola expresamente). Una tal
canalizacio:z estatal implica que la participacién autonémica en los asuntos eu-
ropeos se resuelva en una participacién de las Comunidades en la formacién de
la voluntad estatal que serd expresada en Bruselas. Y tal participacién se articula
mediante las Conferencias sectoriales existentes, como foros permanentes de
encuentro y deliberacién de los gobiernos estatal y autonémicos en los distintos
sectores de la accién publica. A estos érganos se les encomienda pues la nueva
funcidn de servir de cauce a la participacién de las Comunidades Auténomas en
los asuntos europeos. En este elemento reside la caracteristica esencial de nues-
tro modelo de participacién, y de él asimismo se derivan algunos de sus proble-
mas mds importantes.

El Acuerdo de 30 de noviembre de 1994 ratifica esta linea y, de hecho, ad-
quiere sentido sélo en la medida de que parte del supuesto de que el cauce ordi-
nario de participacién son las Conferencias sectoriales. El Acuerdo, en efecto,
intenta trabar una red de Conferencias sectoriales para que, a través de la mis-
ma, pueda desarrollarse la participacién de las Comunidades Autonomas. Y ello
se hace mediante:

a) la distribucién de las diversas materias comunitarias que deben ser objeto
de participacién por parte de las Comunidades Auténomas entre las distintas
Conferencias sectoriales, estableciendo a tal efecto una tabla de corresponden-
cias entre las Conferencias existentes (u érganos equivalentes de cooperacién
multilateral), el Consejo de Ministros de la Unién Europea especializado en la
materia y la politica comunitaria correspondiente, y cerrindose tal distribucién
con una cldusula residual, por la que, en caso de que un determinado asunto no
pueda ser tratado convenientemente en el seno de una Conferencia predetermi-
nada, el érgano competente sea la propia Conferencia para Asuntos Relaciona-
dos con las Comunidades Europeas.

b) El establecimiento de un procedimiento marco de participacién, que in-
cluye algunos criterios y elementos necesarios (en la terminologia del propio
Acuerdo, que rehuye la calificacién de obligatorios), que debe ser respetado,
adaptado y adoptado por cada una de las Conferencias afectadas. El mismo
Acuerdo establece que, mientras ello no se produzca, deberi aplxcarse directa-
mente el procedimiento marco disefiado en él, que pasa a tener asf ademis ca-
ricter subsidiario respecto de los que deban establecer las distintas Conferencias
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sectoriales (o, al menos, ésta parece la interpretacién mis plausible del segundo
parrafo de la cldusula segunda del Acuerdo: “En tanto no se produzca dicho de-
sarrollo, serdn de aplicacién, por su caricter de contenido necesario, los com-
promisos que para la Administracién del Estado y que para las Administracio-
nes de las Comunidades Auténomas resultan del procedimiento marco
establecido en este Acuerdo”).

...con un esquema comiin de participacién de las Comunidades Auténomas...

El Acuerdo de institucionalizacién de la Conferencia le atribuia la funcién
de establecer un “esquema comiin” de participacién, esquema que ha sido adop-
tado finalmente mediante el Acuerdo de 30 de noviembre de 1994 y que se dise-
fia sobre la base de lo que se ha denominado como red de Conferencias sectoria-
les, que deben actuar en este aspecto segin un procedimiento marco comiin,
que incluye algunos elementos necesarios, asi como algunos criterios, igualmen-
te necesarios, acerca del caricter de la participacién de las Comunidades Auté-
nomas.

El esquema de participacidn incluye tanto la fase ascendente (formacién de
la posicién espafiola) como la descendente (aplicacién del derecho comunita-
rio). En relacién a esta tltima, a partir del principio, expresamente reconocido
en el Acuerdo, de que la aplicacién del derecho comunitario corresponde a la
instancia internamente competente, se prevén fundamentalmente mecanismos
de intercambio de informacién y de consulta reciproca en el seno de las res-
pectivas Conferencias sectoriales, tanto si la actividad de aplicacién consiste en
la aprobacién de normas, la ejecucién administrativa o el desarrollo de progra-
mas. Y a tales mecanismos de informacién se une el compromiso de residen-
ciar en la Conferencia correspondiente, mediante acuerdo del Estado y de las
Comunidades, todos aquellos asuntos de comun interés que puedan ser objeto
de una actuacién unitaria, a fin de que la cuestién pueda ser debatida en la
Conferencia (el compromiso consiste concretamente en la inclusién, por mu-
tuo acuerdo, de la cuestién en el orden del dia del érgano especializado corres-

pondiente de la Conferencia, para que éste elabore una propuesta y la eleve al
Pleno).

Los aspectos més novedosos y significativos, sin embargo (y éste es especifi-
camente el objeto de estas piginas) se refieren a la fase ascendente. En la misma,
y como no puede ser de otro modo, el caricter y la intensidad de la participa-
cién de las Comunidades Auténomas se modula en funcién del régimen compe-
tencial que discipline la materia respecto de la cual deba producirse dicha parti-
cipacién. El Acuerdo distingue tres supuestos competenciales distintos, para los
que prevé tres clases igualmente distintas de participacién:

a) Primer supuesto, los asuntos que “afecten exclusivamente” a competen-
cias asimismo exclusivas del Estado. En este caso, éste contrae el compromiso
de informar a las Comunidades Auténomas, en el seno de la correspondiente
Conferencia sectorial, si éstas invocan su interés en tales asuntos.
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b) Segundo supuesto, los asuntos cuyos “aspectos esenciales afecten” a las
competencias legislativas exclusivas de las Comunidades Auténomas. En este
caso, si las Comunidades conciertan entre si una posicién comtin, el Estado se
compromete a que la misma sea “tenida en cuenta de forma determinante” a los
efectos de fijar la posicién negociadora inicial en Bruselas.

c) Tercer supuesto (y, por su alcance, casi supuesto general), los asuntos que
“incidan” sobre competencias concurrentes y compartidas del Estado y de las
Comunidades Autdénomas. En este caso, si existe acuerdo entre la posicién co-
mun de las Comunidades y la posicién del Estado, éste se compromete a que el
mismo “sea determinante” a efectos de fijar su posicién negociadora inicial.

De estos términos del Acuerdo, que constituyen sin duda su nicleo bisico,
pueden, en un primer y apresurado examen, destacarse al menos algunas cues-
tiones problemiticas de interés. En primer lugar, cabe pensar que la inclusién de
los diversos asuntos comunitarios en alguno de los tres supuestos competencia-
les no siempre resultard sencilla y pacifica. Muchos asuntos pueden presentar
aspectos diversos, estrechamente conectados, que probablemente podran inscri-
birse en titulos competenciales distintos. La solucién puede pasar por determi-
nar cuil sea el aspecto principal, y subsumir el asunto entero en el supuesto que
corresponda al mismo. Esta parece ser la idea que subyace en el Acuerdo, por
los términos literales que emplea, pero hay que advertir que estos mismos tér-
minos son de dificil interpretacién y, ademis, no son homogéneos (“asunto que
afecte excluswamente” “aspectos esenciales de un asunto que afecten...”, “asun-
tos'que incidan...” ). Y, por otro lado, esta opcién puede dejar sin participacién
a las Comunidades Auténomas (o al propio Estado, segun los casos, aunque su
posicién cuenta con mayores garantias) en cuestiones que, siendo de gran im-
portancia para ellas, vengan estrechamente unidas a una actuacién comunitaria
que, principalmente, quepa inscribir en un titulo estatal. Por ello, y dado que
esta operacidn previa de subsuncién determina la clase de participacién que se
reconoce a las Comunidades Auténomas, no resulta dificil imaginar que puede
resultar conflictiva, politica y juridicamente. Seria pues deseable que se arbitrara
un mecanismo 4gil y eficaz para resolver estas posibles controversias (queda
descartada, desde luego, la via jurisdiccional para resolver eficazmente el caso
concreto, aunque puede resultar 1til para intentar sentar una interpretacién ge-
neral de estos supuestos), que contemplara ademis la posibilidad de que, en el
marco de un asunto que genéricamente deba seguir un régimen determinado,
puedan ser objeta de una clase distinta de participacién aquellos aspectos inclui-
dos o relacionados con el mismo que se inscriban en un titulo competencial dis-
tinto. Es sin duda una solucién técnica y procedimentalmente mis compleja,
pero también mds respetuosa (y acorde) con el principio general que, acertada-
mente, preside esta cuestién en el propio Acuerdo.

En segundo lugar, habrd que establecer con la precisién suficiente los efectos
que se atribuyen a la posicién comin que alcancen las Comunidades Auténo-
mas en aquellos asuntos incluidos en los supuestos segundo y tercero, en los
que éstas cuentan con competencias (exclusivas y compartidas o concurrentes,
respectivamente). El Acuerdo prevé que, en el supuesto de competencias auto-
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némicas exclusivas (en sentido estricto, y no segiin la terminologia empleada
por los Estatutos de Autonomia), el Estado debe tomarla en cuenta de forma
determinante para fijar su propia posicién negociadora ante las instituciones
comunitarias. No se establece explicitamente que la posicién comin de las Comu-
nidades Auténomas debe convertirse en la posicion negociadora inicial del Estado,
pero creo que no caben dudas de que ésta es la interpretacién adecuada, aunque
se haya evitado cuidadosamente expresarla con tal claridad. Esta reticencia pue-
de deberse (ademés de que con la {6rmula mis ambigua adoptada finalmente se
deja un cierto margen de maniobra que en un terreno tan movedizo puede con-
siderarse interesante) a la consideracién de una hipétesis plausible: aquellos
asuntos que se proyectan sobre materias de exclusiva competencia autondémica,
pero que, en la perspectlva del proceso de negociacién comunitario, pueden
presentar un interés para el Estado que rebase el propio de la materia en cues-
tién, por incidir en él lo que en Alemania, por ejemplo, se denominan intereses
de la politica de integracion. Este supuesto, sin embargo, puede ser resuelto sa-
tisfactoriamente desde el propio esquema de participacion disefiado: el Estado
puede alegar la concurrencia de un elemento de politica internacional en tal
asunto (con la consecuencia de que el mismo pasa al tercer régimen de partici-
pac1on previsto, que requiere el mutuo acuerdo de Estado y Comunidades Au-
ténomas; o incluso, si tal elemento resulta decisivo en el asunto, al primer régi-
men prevxsto que reserva exclusivamente al Estado la formulacién de la
posicién espaiiola), o bien el propio Estado puede modificar, en el transcurso
del proceso comunitario de negociacién, la posicién inicial acordada por las Co-
munidades Auténomas, con las consecuencias que despues se verin (obligacién
de informacién y posibilidad de formular una nueva posicién comiin). Por estos
motivos, no parece que deba despertar recelos el reconocimiento que, en el su-
puesto de competencias exclusivas de las Comunidades Auténomas, éstas son
las que formulan, de comiin acuerdo, la posicién negociadora inicial del Estado.

En el supuesto competencial tercero (competencias compartidas y concu-
rrentes), que se convertird sin duda en el supuesto general, la posicién negocia-
dora espafiola inicial debe ser fijada por acuerdo de la que exprese el Estado y la
que hayan concertado las Comunidades Auténomas entre si. A esta conclusién
remite claramente, a mi juicio, el texto del Acuerdo: “...tal acuerdo serd determi-
nante a efectos de fijar la posicién negociadora inicial del Estado” (Cléusula ter-
cera, ap. 1.3), aunque tampoco se exprese con rotundidad, a pesar de que, en es-
te caso, la necesidad de contar con el asentimiento estatal resulte suficiente para
desvanecer cualquier reticencia. La dificultad para deslindar las actuaciones (y
los intereses) del Estado y de las Comunidades Auténomas en estos regimenes
competenciales ha conducido a la quiz4 1inica solucién razonable, aunque no es-
ti exenta de problemas, como se dird.

En ambos casos (supuestos segundo y tercero) se trata de formular la posi-
cién negociadoratinicial. Y ésta, como muestra la experiencia comunitaria, pue-
de sufrir cambios importantes en el proceso de negociacién. El Acuerdo con-
templa con realismo esta posibilidad, y ofrece una solucién que, aunque
insatisfactoria para las Comunidades Auténomas, quizi resulte la tnica practi-
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cable, al menos desde las pautas generales del esquema de participacion que se
establece y a reserva de lo que mis adelante se dira: el compromiso del Estado de
informar a las Comunidades Auténomas sobre las “modificaciones” (segiin el
texto del Acuerdo, aunque deberfa entenderse sobre la situacién de la negocia-
cién, o las modificaciones que se juzguen convenientes en el curso de la misma:
esto es, antes de que tal modificacién de la posicién inicial se haya producido ya),
a fin de que éstas puedan, si los plazos lo permiten, formular una nueva posicién
comun (segundo supuesto competencial), o bien acordar otra con el propio Esta-
do (tercer supuesto competencial). Y si los plazos no lo permiten, el Estado debe
explicar a las Comunidades los motivos de su apartamiento de la posicién inicial.

Los efectos de la participacién de las Comunidades Auténomas en los tér-
minos que se han visto estin sometidos a una condicién previa: que exista una
posicion comiin por parte de las propias Comunidades. Ello presupone que éstas
deben antes concertar una posicién unitaria, tanto si esta posicién debe conver-
tirse en la posicién negociadora inicial del Estado, como si debe ser objeto de
negociacién con el Estado a fin de acordar conjuntamente con él la posicién ne-
gociadora inicial. Ahf reside sin duda una de las claves de este esquema de parti-
cipacion, tanto desde una perspectiva prictica, organizativa y procedimental
(debe arbitrarse un mecanismo lo suficientemente agil y eficaz como para que
las Comunidades Auténomas con competencia en la materia puedan concertar,
en los plazos que requiere el ritmo comunitario de actuacién, una posicién co-
miin, lo que implica a su vez acomodar a estos requerimientos la organizacién
interna de cada Comunidad), como también tedrica y dogmatica (los problemas
conceptuales a que remite la sustitucién de la autonomia por la actuacién man-
comunada, asi como la propia formacién de esta voluntad autonémica comiin y
su expresion y representacion externas).

El Acuerdo, naturalmente, no entra en esta delicada y decisiva cuestién (ni
tampoco parece que sea solucién adecuada aplicar sin més la férmula prevista en
el art. 9 del Reglamento interno de la Conferencia para la adopcidn de sus
acuerdos), pues compete en exclusiva a las propias Comunidades Auténomas,
pero si prevé, como no podria dejar de hacerlo, las consecuencias de una falta de
posicién comin de las Comunidades. Si ésta no se alcanza (y tanto si se trata de
una posicién que deba ser asumida por el Estado, como si estd destinada a ser
negociada con él), el Estado queda libre para formular su propia posicién nego-
ciadora inicial, con la tinica precisién de que “tomara conocimiento de los argu-
mentos expresados por las Comunidades Auténomas” (Cldusula tercera, ap. 4).
Esta solucién, cuya alternativa es dificil de imaginar, a menos que se propugne «
la belga ]a abstencién del Estado) aboca a las Comunidades Auténomas a la ne-
cesidad de llegar a un acuerdo, y después (si se trata de competencias comparti-
das y concurrentes) a llegar a su vez a un acuerdo con el Estado. Si ello va a
constituir un incentivo a la cooperacién horizontal, pricticamente inexistente
en nuestro pafs hasta hoy, y después a la de caricter vertical, o bien si las dificul-
tades propias y ficilmente imaginables de este requerlmlento van a ser insupera-
bles, invalidando todo el esquema de participacién disefiado, es algo que sélo
podra valorarse a la vista de la propia experiencia.
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De especial relevancia en el proceso de participacién de las Comunidades
Auténomas resulta el establecimiento de cauces adecuados para el traslado a és-
tas de la informacién comunitaria correspondiente. Y ello no sélo para que pue-
dan formar su propia posicién en aquellos asuntos en los que deban, o puedan
participar, sino también, incluso, como condicién previa para que determinen
precisamente si cabe tal participacidn o bien si resulta de su interés un determi-
nado asunto comunitario. El Acuerdo, en este sentido, establece algunos ele-
mentos como contenido necesario del procedimiento de participacién que, en el
marco del que el propio Acuerdo prevé, deben adoptar las diversas Conferen-
cias sectoriales. Y es mis, segtn el Acuerdo, dicho contenido necesario consiste
casi exclusivamente en mecanismos y previsiones acerca del trasvase de infor-
macién del Estado a las Comunidades Auténomas, que debe articularse en el
seno de las propias Conferencias (informacién sobre las propuestas de la Comi-
sién, su evolucién y modificaciones, sobre el orden del dia de las sesiones del
Consejo de Ministros, y sobre el programa de actuacién semestral de cada pre-
sidencia, asi como cualquier “informacién y documentos que sean necesarios
para hacer efectivo el procedimiento de participacién”, en una cldusula general
que requeriria una amplia y generosa interpretacién, para incluir en la informa-
cién que debe suministrarse la procedente de otros 6rganos e instituciones co-
munitarias).

..con algunos avances...

El Acuerdo de 1994 sin duda supone un avance importante en el proceso de
creacién de un modelo de participacién de las Comunidades Auténomas en los
asuntos comunitarios de su interés, lejos adn del estadio de desarrollo e institu-
cionalizacién que ha alcanzado en algunos sistemas comparados, pero lejos
también de las primeras propuestas y tentativas que se realizaron al principio.
Resulta decisivo que, mediante un acuerdo suscrito por el Estado y 16 Comuni-
dades Auténomas, se haya establecido con firmeza el principio de participacion
y se haya empezado a disefiar espec1f1camente mecanismos e instrumentos para
hacerlo efectivo. Esta participacién no es slo una mera manifestacién o reflejo
del principio mis amplio de cooperacién en el que viene insistiendo el Tribunal
Constitucional, sino que tiene su fundamento propio y, siendo ésto lo decisivo
del Acuerdo, su propia dinimica, que probablemente no ha hecho sino empezar
a dar sus primeros pasos.

...algunos problemas...

El esquema de participacion. previsto en el Acuerdo tiene, desde luego, sus
problemas. Algunos, los de caricter técnico, implicitos en la configuracién y el
disefio de los mecanismos previstos para darle cauce, han sido indicados ya, so-
meramente. Pero existen otros de caricter general, que conviene apuntar. En
primer lugar, el propio valor del Acuerdo, en una doble perspectiva: primero,
en cuanto a su eficacia juridica, y a pesar de que el art. 8.3 de la Ley 30/1992 es-
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tablezca la posibilidad de control jurisdiccional sobre los convenios entre el
Estado y las Comunidades Auténomas (y éste Acuerdo, aunque rehuya tal de-
nominacién, podria encajar en esta categoria), parece bastante obvio que los
compromisos que en €l adquieren las partes (incluso si sélo se considera a las
firmantes, 16) no constituyen obligaciones juridicas que puedan ser exigidas
jurisdiccionalmente y/o que, en caso de incumplimiento, vicien de nulidad las
actuaciones en las que se hayan desconocido o violado. Se trata mis bien de un
compromiso politico para articular un mecanismo que de cauce a una relacién
que, ésta si, encuentra su fundamento en la Constitucién y viene exigida por
ella: no en sus términos concretos, que pueden ser éstos u otros, pero si en
cuanto a la necesidad de participacién de las Comunidades Auténomas en los
asuntos comunitarios que comprometen sus competencias. Y en la medida en
que estemos ante un principio constitucional, su respeto si puede ser exigido ju-
risdiccionalmente, viciando de nulidad aquellas actuaciones que le resulten con-
trarias. Pero ya no se estari exigiendo el cumplimiento de un convenio (o unos
compromisos adquiridos en el seno de una Conferencia sectorial), sino el respe-
to de un principio constitucional, con el alcance y la dimensién que se le reco-
nozca, cuestiones ambas que, sin duda, resultarian polémicas.

Y, segundo, el Acuerdo presenta problemas también desde la perspectiva de
su propia eficacia politica, pues se trata de un acuerdo tomado en el seno de una
Conferencia que, aunque no se califique como sectorial, estd adscrita a un Mi-
nisterio concreto, y, por tanto, se sitda en un plano de igualdad frente al resto de
Conferencias sectoriales (al menos orginicamente, aunque podria defenderse
también su supremacia funcional, dada su especializacién competencial). Ello
remite otra vez al viejo problema acerca del lugar administrativo idéneo para
formular la politica autonémica general, que no puede ser otro que el Gobierno
en su conjunto (Consejo de Ministros), o bien aquellos de sus érganos que pue-
dan contar con una posicién de preeminencia respecto de los Ministerios (Pre-
sidencia, Vicepresidencia, o incluso la Comisién Delegada para Asuntos Auto-
némicos). En la medida en que la mayor parte del Acuerdo consiste en
compromisos que adquiere la Administracién central, en nada se perjudicaria su
eficacia si tales compromisos fueran traducidos, para la propia Administracion
del Estado, en normas e instrucciones concretas por parte de estos drganos gu-
bernamentales preeminentes, como ocurrié, por ejemplo, y aunque los resulta-
dos sean desiguales, en materia de convenios y de Conferencias sectoriales.

Y, en segundo lugar, el éxito o el fracaso del esquema de participacion previs-
to en el Acuerdo, en la medida en que gira en torno a las Conferencias sectoria-
les, que son su eje principal, depende del funcionamiento de éstas, del acierto
con el que sepan traducir el procedlmlento marco establecido y la eficacia de los
mecanismos concretos de participacién que organicen en su seno. La experien-
cia hasta hoy de las Conferencias sectoriales muestra un funcionamiento desi-
gual de las mismas, que deberfa ser corregido y perfeccionado en muchos casos.
Sélo en la medida en que ello se haga, el modelo prev1sto de participacién podri
consolidarse y avanzar. Esta es sin duda una ocasién excelente para 1mpulsar de-
finitivamente aquellas Conferencias que presenten un funcionamiento mds defi-
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ciente, pero constituye también un riesgo cierto que la eventual incapacidad de
éstas contamine el propio proceso de participacién, haciéndolo fracasar.

...y algunas cuestiones pendientes.

De todo lo que antecede se deducen las principales carencias que presenta el
modelo espatiol de participacién que encierra el Acuerdo. No se trata ahora de
intentar examinar cudl pueda ser en el futuro el modelo que resulte de ésta u
otras experiencias, para lo que me remito al articulo que sigue del profesor Pé-
rez Tremps. Pero si quisiera dejar constancia al menos de dos direcciones a las
que apuntan algunos de los propios problemas del Acuerdo: en primer lugar, el
necesario incremento del nivel de institucionalizacién del modelo de participa-
cién, tanto desde el punto de vista de su amplitud (que deberia extenderse a
otras materias y problemas, insuficientemente previstos atin en el Acuerdo) co-
mo también de su intensidad o jerarquia, pues no cabe duda que cuestién tan
decisiva en la relacién entre el Estado y las Comunidades Auténomas debe ser
contemplada y resuelta desde el tipo de normas que estén en situacién de cum-
plir adecuadamente con la funcién de disciplinar esta relacién, esto es, muy sin-
gularmente, la Constitucién. Asi han evolucionado los sistemas comparados, y
asi es razonable imaginar también que debe evolucionar el sistema espafiol, des-
pués de acumular experiencia y de decantar las pricticas de relacién que resul-
ten més adecuadas para nuestro caso particular.

Y, en segundo lugar, la participacién directa de las Comunidades Auténo-
mas en las instituciones comunitarias, como representantes del Estado. Que ésta
es una linea abierta es algo que explicita el propio Acuerdo en su Preimbulo;
que éste es también un camino que deberd ser empezado a andar, es algo que se
desprende no sélo de la experiencia comparada, sino también de la evolucién
que ha sufrido el tratamiento de la participacién en Espafia, que estd deslizdn-
dose entre los dos polos que se indicaban al principio. Hay que reconocer ade-
mis, que el tinico medio verdaderamente eficaz para hacer efectiva la participa-
cién de las Comunidades Auténomas, ante las caracteristicas peculiares del
proceso comunitario de decisién, es el de estar abi. Y ello es también conse-
cuente con las ideas de mantenimiento de los equilibrios bisicos internos de
poder y de compensacién por la pérdida de capac1dad individual de decisién
que subyacen en el principio de la participacién de las Comunidades Auténo-
mas en los asuntos comunitarios. -



